Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos) 


La Comisión ingresa al tratamiento del Orden del Día, con la consideración del asunto que figura 
en primer lugar: proyecto de ley por el que se crea un marco normativo al procedimiento policial y que fuera 
aprobado en nueva forma por la Cámara de Representantes. Se trata de la Carpeta N* 656/2006. 


Desde la Presidencia quiero indicar que, de conformidad con lo que se ha examinado en el 
ámbito de nuestra Bancada, estaríamos condiciones de votar el proyecto de ley tal como viene de la 
Cámara de Representantes, aunque estamos abiertos a escuchar las sugerencias que se puedan hacer. 


SEÑORA PERCOVICH..- En la sesión anterior, luego de intercambiar ideas con los distintos integrantes de 
la Comisión, quedó plasmada la posibilidad de realizar unas modificaciones en razón de que algunos 
artículos no satisfacian a todos los miembros, más allá de que en la Cámara de Representantes se había 
mejorado la redacción. Por ese motivo, en el día de ayer -tal como nos habíamos comprometido a hacerlo- 
enviamos a conocimiento del Partido Nacional algunas de esas modificaciones que ahora creo que 
tendríamos que considerar. 


No sé si todos los miembros de la Comisión cuentan con ese material, por lo que se podría 
realizar -a través de la Secretaría- un repartido con las nuevas propuestas y modificaciones y distribuirlo a 
todos miembros. Elaboramos ese comparativo junto con el señor Senador Breccia y es el resultado del 
análisis de los comentarios que se hicieron en su momento. 


Mientras esperamos que llegue la documentación que necesitamos y aprovechando que ahora 
también está presente el señor Senador Sanguinetti, quiero referirme a un proyecto de ley que se ha 
traspapelado entre todas las iniciativas que tenemos pendientes, relativo a la declaración de la ciudad de 
Bella Unión como capital de la caña de azúcar. Los Legisladores de la Cámara de Representantes están 
reclamando su aprobación y, por tanto, quizá podamos votarlo en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración la Carpeta N* 934/07, distribuido N* 1997/07, por el que se 
declara a la ciudad de Bella Unión “Capital Nacional de la Caña de Azúcar”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑORA PERCOVICH.- Propongo que la señora Senadora Topolansky sea la miembro informante de este 
proyecto de ley. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Acepto con gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiéndose distribuido ya el material, proseguimos con la consideración del tema. 


SEÑORA PERCOVICH.- Luego de leer la versión taquigráfica relativa a las objeciones que hicieron las 
delegaciones que vinieron a opinar sobre este asunto, algunos Fiscales que trabajan en el tema de la niñez 
y la adolescencia nos señalaron que lo que se establecía en el artículo 5%, que refiere a este procedimiento 


policial, desplazaba otros procedimientos que ya figuraban en el Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Entienden que eso es inconveniente y, entonces, las modificaciones que estamos proponiendo tienen como 
fin que se respete lo que hoy está establecido para los procedimientos que se fijan en el Código de la Niñez 
y la Adolescencia -por ejemplo, la prohibición de la incomunicación- y no se sustituya lo relativo a la 
defensa desde el inicio de las actuaciones en la sede policial. Estas eran las objeciones que hicieron los 
Fiscales que estuvieron en esta Comisión, quienes plantearon la necesidad de remitirse al Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR MOREIRA.- El artículo 75 refiere a la incomunicación en particular y dice: “Cuando se trate de 
procedimientos que involucren a adolescentes presuntamente infractores de la ley penal, se estará a lo 
dispuesto por los literales D) y G) del artículo 74 del Código de la Niñez y la Adolescencia”. Allí se habla de 
los principios de publicidad y de humanidad y se está prohibiendo la incomunicación de los menores. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente; allí se remite otra vez al Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Si estamos de acuerdo, habría que votarlo. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Cómo vamos a votar si esto es por sí o por no? 


SEÑORA PERCOVICH.- Estamos haciendo una evaluación de las modificaciones que proponemos para 
ver si estamos de acuerdo con ellas. Debemos tener en cuenta que son una cuantas y queremos conocer 
todas las opiniones. Por tanto, propondría que las fuéramos analizando de a una para determinar si 
estamos de acuerdo o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De conformidad con el procedimiento, habiéndose iniciado la consideración del 
tema aquí en el Senado y remitido luego a la Cámara de Representantes, dado que luego volvió a este 
Cuerpo con modificaciones, lo que el Plenario puede hacer es rechazarlas o aceptarlas ya que, si introduce 
nuevas correcciones, se debe convocar a la Asamblea General. 


En consecuencia, debemos tratar el tema planteado sin votar, a efectos de ver si hay acuerdo o 
no. 


SEÑOR MOREIRA.- En conversaciones previas señalamos que era posible -y el oficialismo dijo que lo iba 
a considerar- introducir modificaciones, ponernos de acuerdo en la redacción alternativa o sustitutiva y, si 
tenemos una seguridad razonable de que cuenta con los votos, llevar el nuevo texto a la Asamblea 
General. Creo que ese fue el criterio predominante en la Comisión, y la Bancada de Gobierno, luego de la 
reunión que mantuvo ayer, sigue con la misma posición. Por lo tanto, tenemos que procurar ponernos de 
acuerdo con ese texto sustitutivo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Efectivamente, señor Senador, esa posición se mantiene. Por eso mismo nos 
parece bueno ver en qué cosas nos podemos poner de acuerdo para ver cómo procedemos luego. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que se ha resuelto el procedimiento, doy la palabra a la señora Senadora 
Percovich para referirse al siguiente punto. 


SEÑORA PERCOVICH.- La segunda modificación que proponemos corresponde al artículo 15 y es 
gramatical, mínima, pero muy importante, porque se hablaba de “infringir” y, en realidad, se trata de 
“infligir”. 


Por su parte, los artículos 30 y 31 están relacionados. El artículo 30 tiene que ver con la 
ponderación de los efectos de la intervención policial. En cuanto al artículo 31, se ha hecho una 


modificación en el texto. Cuando se habla del “estado de necesidad”, se incorpora la legítima defensa, 
tanto propia como ajena. Nos parece que este cambio en la redacción clarifica notoriamente el texto de 
esta norma. A su vez, a sugerencia del Colegio de Abogados, se agregó a este artículo la referencia al 
Código Penal. 


SEÑOR MOREIRA..- En realidad, el Código Penal habla de derechos de las personas o derechos de otros. 
Con respecto a este punto, sugiero que en lugar de utilizar la expresión “propia o ajena” se diga “propia o 
de terceros”. 


SEÑORA PERCOVICH.- La sugerencia me parece correcta. 


En el artículo 36, cuyo acápite es “Derecho a la información”, se propone agregar un inciso final 
que diga: “Cuando el denunciado o el denunciante sea funcionario policial, las autoridades competentes 
habrán de extremar las medidas de supervisión para garantizar el adecuado manejo de la información y de 
todo el proceso de intervención policial”. Creemos que mejora la redacción del artículo al agregar un 
derecho más cuando el denunciado o denunciante es un funcionario policial. Esto es así porque se reciben 
denuncias de los propios funcionarios o funcionarias de la Policía y, de esta manera, se complementan las 
garantías de la propia institución policial. 


Por otra parte, se hizo un agregado al inciso primero del artículo 43, que refiere a la solicitud de 
identificación. Luego de “Justicia competente” diría: “la policía puede solicitar la identificación 
correspondiente a personas que razonablemente puedan coincidir con la requerida”. Esto da mayor 
precisión a la solicitud de identificación, que ha sido un tema polémico. Además, se mantiene la inclusión 
que se realizó en la Cámara de Representantes en relación al artículo 6%, donde se precisa el alcance de la 
solicitud de información. 


SEÑOR MOREIRA.- Asimismo, hay que agregar que se elimina la referencia a personas “fugadas estando 
ya procesadas o condenadas, o presuntamente vinculadas a hechos delictivos”. Recuérdese que el 
vocablo “presuntamente” era muy ambiguo y quedaba a la interpretación discrecional del funcionario 
actuante. 


Por otra parte, en el inciso segundo se cambia la expresión “se niegue a identificarse” por “se 
niegue a declarar su identidad”. 


A su vez, en el inciso final se recoge la sugerencia del Colegio de Abogados. 


Recuerdo que, en oportunidad de su análisis, objeté la imposibilidad técnica que tienen los 
policías en el Uruguay de proceder a un chequeo de identidad por métodos científicos como ocurre, por 
ejemplo, en los Estados Unidos. Es evidente que si se deja ir a la persona, no se la va a detener nunca 
más. En su nueva redacción, el artículo dice: “se podrá recurrir a procedimientos alternativos, que permitan 
la posterior identificación y eventual ubicación de la persona. Estos procedimientos deben cumplirse de 
inmediato, en el mismo lugar y sin demorar a la persona afectada”, etcétera. Advierto que, dada la situación 
policial en el Uruguay, no es fácil que esto se lleve a cabo en los hechos. De cualquier manera, esta norma 
da un marco de mayor garantía. Realmente, me parece que la propuesta de los abogados es muy teórica. 
Insisto en que si dejan ir a la persona, no la podrán detener nunca más. 


SEÑOR ABREU.- La frase termina diciendo: “sin demorar a la persona afectada más que el tiempo 
indispensable para cumplirlos”. Parecería que ese tiempo no está acotado. De manera que esa demora 
puede ser por un lapso bastante extendido. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que puede haber algún procedimiento rápido para realizar la identificación. 
Por ejemplo, hoy por hoy los celulares sacan fotos o, con una simple almohadilla, se puede obtener la 


huella digital en cualquier papel. Es decir que no es preciso recurrir a la alta tecnología; existen 
procedimientos muy difundidos que pueden ayudar a una identificación rápida de la persona sin necesidad 
de retenerla. 


SEÑOR MOREIRA.- De una lectura contextual del artículo surge que, en realidad, se trata de evitar que la 
persona se vaya. Si se le pide la huella a la persona y se envía a la Policía Técnica para que la chequee, 
en caso de que el individuo esté requerido por la Justicia deberían volver a detenerlo. Creo que el espíritu 
de este artículo es, en la medida de lo posible, tratar de identificar a la persona en el lugar, sin demorarla 
demasiado. No va a ser fácil porque, como decía, la Policía no cuenta en la actualidad con los instrumentos 
técnicos necesarios para identificar a la persona en el lugar, como ocurre en otros países del mundo. Pero 
está claro que esto es mejor que lo que estaba establecido anteriormente. 


SEÑOR MICHELINI.- A diferencia de los otros artículos, me parece que en este caso hay algunos aspectos 
de redacción que habría que pulir más. 


En primer lugar, cuando se habla de “requeridas por la Justicia competente” -en la redacción 
anterior se hablaba de “fugadas”- parecería que tendría que haber una especie de requerimiento formal por 
parte del Juez. Puede ocurrir que una persona se escape, en ese momento se trate de rodear la zona para 
encontrarla y alguien diga que no se tiene la orden del Juez competente. Me parece que está bien agregar 
la frase “solicitar la identificación correspondiente a personas que razonablemente puedan coincidir con la 
requerida”, pero creo que habría que incluir también la referencia a las personas “fugadas estando ya 
procesadas o condenadas”. 


En segundo lugar, la identificación no necesariamente tiene que ser hecha por medio de otro 
documento. Si se detiene a tres personas y una de ellas no tiene su identificación, se puede tomar el 
registro de los documentos de las otras dos, que dirán además si la persona en cuestión es amigo, 
hermano, etcétera. El artículo 43, en su segunda oración, dice: “A los efectos de confirmar la identidad 
manifestada por una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su cédula de identidad, 
credencial cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de documento idóneo para tal fin”, ante lo que 
puede ocurrir que la persona esté a cuarenta metros de su domicilio y diga: “Venga, vamos hasta mi casa”. 
Sugiero entonces que se modifique la expresión “cualquier otro tipo de documento idóneo para tal fin”, lo 
que no significa que deba ser un documento plastificado. Estoy pensando en la detención de una persona 
que está requerida, sobre la que hay pendiente una orden de captura por parte del Juez, y que en ese 
momento no puede identificarse bien pero que, sin embargo, puede aportar algo que no sea documental, a 
efectos de que sepan quién es. Con el uso de los celulares, inclusive es posible llamar al domicilio del 
detenido. Debe haber --o los habrá en un futuro-- mecanismos que no sean documentales, tal como ha 
manifestado la señora Senadora Topolansky, pues es posible que dentro de un tiempo se comercialice un 
aparato -o puede ser una función del mismo celular- que sirva para identificar a la persona, aunque no 
revista las características de un documento. 


He planteado estas dos correcciones con el ánimo de ver si logramos coincidir en un texto. 


SEÑOR ABREU.- Me parece que la situación que ha observado el señor Senador Michelini está 
contemplada en el párrafo siguiente del mismo artículo, donde se expresa: “En caso que la persona declare 
su identidad pero no tenga consigo documentos identificatorios, o presente uno sobre el cual la policía 
tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, se podrá recurrir a procedimientos 
alternativos, que permitan la posterior identificación y eventual ubicación de la persona”. Los 
procedimientos alternativos son de cualquier naturaleza. 


SEÑOR GALLINAL.- Es cierto; aquí se habla de los procedimientos alternativos, pero refiere también a la 
“eventual ubicación de la persona”. Si interpreto correctamente el significado de dicha expresión, entiendo 
que se deja ir a la persona, y si más tarde aparecieran elementos, se va en su busca, con lo cual se 
estaría perdiendo el objetivo de este artículo. 


De acuerdo con las mejoras que se han hecho -especialmente con la modificación del primer 
párrafo, donde se dice: “la policía puede solicitar la identificación correspondiente a personas que 
razonablemente puedan coincidir con la requerida”- más el segundo párrafo -que comparto- creo que esta 
tercera hipótesis plantea la situación de una persona que declara su identidad, pero igualmente se tienen 
dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración; también puede ocurrir que presente documentos 
sobre los cuales existen dudas. Aquí se aplica lo mismo que en el inciso anterior, por lo que sugiero la 
siguiente redacción para este último inciso: “En caso de que la persona declare su identidad pero se tengan 
dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración, o presente documentos sobre los que la policía 
tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, podrá ser conducida a la dependencia 
policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de inmediato al Juez 
competente, en los términos del artículo 6* de la presente ley”. Esta última disposición expresa que en un 
plazo de dos horas el Juez tiene que estar suficientemente informado de la situación y, a partir de allí, se va 
a proceder. Efectivamente, a la autoridad se le generan dudas importantes, sea porque cree que el 
detenido le está mintiendo de palabra sobre su identidad, o porque le está presentando documentos que 
manifiestamente le generan dudas sobre su legitimidad. Por lo tanto, yo aplicaría un criterio de las mismas 
características. 


SEÑORA PERCOVICH.- El señor Senador Michelini había propuesto una modificación al inciso primero. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 43 comenzaría diciendo: “(Solicitud de identificación). En el marco de 
procedimientos que tienen por objeto la detención de personas requeridas por la Justicia competente, 
fugadas estando ya procesadas o condenadas, la policía puede solicitar la identificación correspondiente a 
personas que razonablemente puedan coincidir con la requerida. A los efectos de confirmar la identidad 
manifestada por una persona, la policía podrá requerirle la exhibición de su cédula de identidad, credencial 
cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de documento idóneo para tal fin”. 


En realidad, en esta última frase no pondría la palabra “documento”, porque no necesariamente 
se identifica a una persona a través de un documento. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Pero todos los procedimientos alternativos terminan en la obtención de un 
documento. 


SEÑOR ABREU..- Por ejemplo, se puede presentar una afiliación deportiva. 
SEÑOR SANGUINETTI.- También es un documento. 
(Dialogados) 


SEÑOR MICHELINI.- Yo pondría “u otro tipo de forma que acredite su identidad”. De todas maneras, 
veamos cómo queda el tercer inciso y, en todo caso, solicito la reconsideración de esta última frase del 
inciso primero. 


SEÑORA PERCOVICH.- En el inciso segundo estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR GALLINAL.-En el inciso tercero se sigue el mismo razonamiento y, además, el tema está definido 
por el primero ya que, con el agregado que propone el señor Senador Michelini, se referiría solamente a 
este tipo de personas. 


Entonces, propongo que el inciso tercero diga: “En caso de que la persona declare su identidad 
pero se tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración, o presente documentos sobre los 
que la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, podrá ser conducida a la 


dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de 
inmediato al Juez competente, conforme a lo dispuesto en el artículo 6* de la presente ley”. 


SEÑOR MOREIRA.- Sin perjuicio de que entiendo que hay una contradicción en el inciso tercero, el hecho 
de establecer que se puede recurrir a procedimientos alternativos que permitan la posterior identificación y 
eventual ubicación, da a entender que hay que liberar a la persona, y eso no me parece bien. 


Para que existan mayores garantías y que la persona no sea conducida a una dependencia 
policial sin una alternativa, creo que habría que limitar esta norma estableciendo lo siguiente: “En caso de 
que la persona declare su identidad pero no tenga consigo documentos identificatorios, o presente uno 
sobre el cual la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, se podrá recurrir a 
procedimientos alternativos que permitan la identificación de la persona. Estos procedimientos deben 
cumplirse de inmediato en el mismo lugar y sin demorar a la persona más que el tiempo indispensable para 
cumplirlos”. 


Es decir que de la propuesta que se hizo anteriormente habría que eliminar “la posterior 
identificación y eventual ubicación”, porque con esa expresión se da a entender que existe una liberación 
de la persona. En cambio, con esta redacción que propongo se habla de un método alternativo como, por 
ejemplo, la existencia de tres testigos o de un celular. 


SEÑOR GALLINAL.- Es evidente que esto de los métodos alternativos está previsto a partir de que la 
persona queda en libertad de acción y por ello se habla de una “eventual ubicación”. 


De todas formas, aquí no estamos hablando de un ciudadano común y corriente, sino de una 
persona que presuntamente da la impresión a la autoridad de que es requerida por la Justicia competente, 
por fugarse luego de procesada o condenada, o por estar supuestamente vinculada a hechos delictivos. Me 
parece que no se trata de un ciudadano común y corriente; entonces, si el policía tiene dudas sobre su 
identidad, o a pesar de haber presentado documentos, estos dan la impresión de ser falsos, es lógico que 
también se aplique el mismo procedimiento que está previsto en el artículo anterior. Allí se prevé que la 
persona sea conducida y en un plazo de dos horas el Juez se tendrá que pronunciar; luego se buscarán 
todos los otros métodos alternativos -que obviamente existen- para comprobar su identidad. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Se podría leer nuevamente el texto? 


SEÑOR GALLINAL.- El inciso quedaría así: “En caso que la persona declare su identidad pero se tengan 
dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración,”  -esto se agrega porque no estaba- “o presente 
documentos sobre los cuales la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, 
podrá ser conducida a la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, 
enterándose de ello de inmediato al Juez competente, conforme a lo dispuesto en el artículo 6% de la 
presente ley”. 


SEÑOR MICHELINI.- Dado el texto del primer inciso y el que se propone en el segundo, creo que no queda 
ningún mecanismo que permita la identificación por un método que no sea documental. Por ejemplo, si hay 
tres personas y dos de ellas, que están bien identificadas, dicen que la tercera -que no tiene documentos y 
sobre la que la policía duda- es Fulano de Tal, parecería que para la policía eso no tiene ninguna validez. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entiendo que es la policía la que evalúa si una afirmación de ese tipo tiene o no 
validez, pero también es cierto que la misma policía puede valorar si la afirmación de las otras personas 
que acompañan a la que no tiene documentos es suficientemente válida. Esto puede ser así y me parece 
que hay algo de razón en lo que dice el señor Senador Moreira. 


La otra hipótesis es quedarse con algo de información y que la persona se vaya; por ejemplo, 
sacándole una foto con un celular o tomándole la huella digital, lo que es fácil de hacer. De todos modos, 
luego habrá que volver a ubicarla; es lo que entendí de las afirmaciones del señor Senador Moreira. 


Por su parte, el señor Senador Gallinal propone que si el policía tiene dudas, de acuerdo con lo 
que ve del documento alternativo que le presentan o del testimonio de las demás personas -en caso de que 
quien sea abordado esté acompañado- y todo eso no es suficiente para darle una certeza, procederá al 
traslado a la Seccional. 


Creo que la diferencia fundamental está en si se vuelve a ubicar a la persona a la que se le 
solicitaron los documentos porque, en realidad, estos pueden ser de cualquier variedad. 


SEÑOR ABREU.- Creo que estamos de acuerdo con el hecho de que el requerido, el condenado o el 
procesado no tenga la posibilidad de fugarse en el lugar. Entonces, la diferencia que existe entre la 
redacción actual y la que propone el señor Senador Gallinal, es el lugar, porque mientras el artículo dice 
que en ese mismo lugar se busquen los elementos alternativos, el señor Senador propone en su redacción 
que sea conducido a la comisaría donde se podrán utilizar los medios alternativos para su identificación. 
En lo personal, considero que lo más práctico es llevarlo a la comisaría, porque cuando dice “el tiempo 
indispensable para cumplirlos”, quizás se entienda que va a estar detenido en medio de la calle durante 
quién sabe cuánto tiempo. Por lo tanto, repito que si la duda es sobre la identificación, puede ser conducido 
a la comisaría, donde será liberado en el tiempo oportuno, sin esa indefinición del tiempo indispensable 
para su identificación y sin que tenga que permanecer en el mismo lugar, que a veces puede ser 
absolutamente inapropiado. 


SEÑOR MICHELINI.- No hay duda de que cuando el policía tiene alguna sospecha, lo lleva a la comisaría, 
pero ¿qué sucede cuando le pide al sujeto que se identifique -porque está en un grupo- y, como no tiene 
documentación, termina llevándolo a la comisaría, porque está aplicando este código? Puede ocurrir que 
un policía detenga a un grupo de tres o cuatro individuos porque alguno de ellos sea parecido, por 
ejemplo, a un fugado, y que éste cuente con la identificación correcta, mientras que los otros, no tan 
parecidos, no tengan identificación y sean llevados a la comisaría para no incumplir el procedimiento. 
Entonces, en el inciso final o en el primero se podría agregar: “u otro tipo de documento idóneo o método 
alternativo que acredite tal fin”, para evitar que una persona que nada tiene que ver con el caso, termine 
siendo conducida a la comisaría por no tener el documento. 


El fin de modificar este artículo no es para que más personas sean conducidas a la comisaría, 
sino para llevar a aquellas que puedan asemejarse al sujeto requerido. 


SEÑOR GALLINAL.- Respecto a las dudas planteadas por el señor Senador Michelini, me parece muy 
claro que si un policía no tiene dudas respecto de una persona, no tiene autoridad para llevarla a la 
comisaría. Más aún; ni siquiera debería pedirle el documento porque, repito, como no tiene dudas, no 
corresponde. Si le pide el documento es porque las tiene ya que, de lo contrario, volvemos a la vieja idea 
de que siempre hay que salir a la calle con documento. Entonces, contemplando la preocupación lógica 
que plantea el señor Senador, podríamos decir: “se tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su 
declaración, o presente testimonios o documentos sobre los cuales la policía tenga motivos suficientes o 
fundados para dudar de su validez”. Al agregar la palabra “testimonios”, si esa persona está acompañada 
por otras dos que dicen que es Fulano de Tal y el policía empieza a dudar de que sean cómplices, se le 
presenta otra posibilidad. Me parece que de esa manera damos satisfacción al problema planteado por 
señor Senador Michelini. 


SEÑOR MOREIRA.- No olvidemos que el artículo dice que se podrá recurrir a mecanismos alternativos, o 
sea que lo deja librado a la facultad del policía actuante; no dice “deberá”, sino “se podrá”. En los hechos 
es lo que hoy hablábamos. Muchas veces el sujeto es conducido a la comisaría porque la documentación 
presentada no convence y, en ese caso, no son necesarios los procedimientos alternativos. Esa redacción 


agrega cierta garantía, pero no condiciona al policía porque si él quiere lo lleva igual a la comisaría y como 
da cuenta a la Justicia en dos horas, el procedimiento está bastante garantizado. De no ser así, nos 
quedamos con la redacción anterior. Lo que no se puede establecer es la posterior identificación, porque en 
ese momento hay que dejarlo ir y, además, se esteriliza la acción policial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia sugiere que como hay varias modificaciones a este artículo, se 
presente un texto definitivo, de manera de poder llegar a un acuerdo. De otra manera podríamos tener 
dificultades para la consideración de este inciso. 


SEÑOR GALLINAL.- El inciso tercero diría lo siguiente: “En caso que la persona declare su identidad pero 
se tengan dudas fundadas sobre la veracidad de su declaración, o presente documentos o testimonios 
sobre los que la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez, podrá ser conducida 
a la dependencia policial correspondiente con la finalidad de confirmar su identidad, enterándose de ello de 
inmediato al Juez competente, conforme a lo dispuesto por el artículo 6* de esta ley.” 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Por qué no se presenta por escrito este inciso? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es lo que sugirió la Presidencia hace unos instantes, para que luego se lo pueda 
distribuir, ya que el tema es muy delicado. Por algo es que desde hace media hora estamos discutiendo la 
redacción de este asunto. 


Entonces, esperamos que nos alcancen la redacción del inciso tercero y pasamos a analizar el 
artículo 44. 


Léase el texto original. 
(Se lee:) 


“Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policía podrá realizar registros personales estrictamente 
cuando existen motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo 
imprescindibles para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, 
incluida la del personal policial interviniente, o de terceros. Del mismo modo y con el mismo objetivo, podrá 
registrar bultos, bolsos, valijas, portafolios o similares que la persona transporte”. 


-Habría que leer este artículo con las modificaciones. 
(Se lee:) 


“Artículo 44. (Alcance de la medida).- La policía podrá realizar registros personales únicamente 
cuando de acuerdo a los criterios del numeral 1 del artículo 47 de esta ley, exista flagrante actividad 
delictiva de la persona sometida a registro, o cuando, en el curso de un operativo policial debidamente 
dispuesto, existan motivos suficientes o fundados para dar cumplimiento a medidas de resguardo 
imprescindibles para garantizar la seguridad de cualquier persona involucrada en un procedimiento, 
incluida la del personal policial interviniente, o de terceros. 


El registro personal debe respetar en todo lo posible las limitaciones previstas en el artículo 55 de 
esta ley, incluida la de ser realizado por persona del mismo sexo que la persona registrada, exceptuándose 
de este requisito sólo los casos de flagrancia y, aún en estos casos, cuando no haya personal policial de 
dicho sexo en el lugar y resulte indispensable proceder al registro. 


En los casos del primer inciso de este artículo y con el mismo objetivo, podrá registrar bultos, 
bolsos, valijas, portafolios o similares que la persona transporte.” 


En consideración. 


SEÑORA PERCOVICH.- Aquí estamos tratando de respetar algunas de las disposiciones internacionales 
que tienen que ver con el registro personal. Este aspecto se expresa, como dice la redacción, en el artículo 
55, pero insistimos porque, lamentablemente, a veces, en las seccionales policiales tienen lugar prácticas 
que atentan contra él; entonces, nos pareció que esto debía quedar expresamente claro. El artículo original 
aceptaba la posibilidad de que esto quedara librado a la discrecionalidad del funcionario policial en la 
Seccional -me refiero a la revisación- y esto, de hecho, a veces sucede. En consecuencia -reitero- 
nos parecía bueno incorporar una clara forma de intervención. 


SEÑOR MOREIRA..- En lo personal, no tengo objeciones. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 48. 


SEÑORA PERCOVICH.- Este artículo tiene que ver con la conducción policial de personas eventualmente 
implicadas en un hecho delictivo. A su respecto, una de las sugerencias que se habían hecho fue la de 
sustituir, en el primer inciso, la palabra “participación” por “responsabilidad”. Aquí nos referimos al momento 
en que se evalúa la participación, “con motivos suficientes o fundados” y, a este respecto, nos parecía que 
era mejor hablar de la responsabilidad. 


A su vez, en el segundo inciso se hace referencia a los testigos, ya que la frase “la policía no 
podrá detener a ninguna persona eventualmente implicada en los mismos ni conducir a testigos que se 
nieguen a concurrir”, etcétera, era muy abierta. Se precisa, entonces, el concepto de conducción 
incorporado en los procedimientos de averiguación. Quiere decir que se trata de una modificación de la 
redacción. 


El señor Senador Abreu propuso, para el segundo inciso, un cambio de expresión: 
“procedimientos de averiguación” por “procedimientos de investigación”. Sería conveniente que los señores 
Senadores se pronunciaran al respecto, para saber si estamos todos de acuerdo o no. 


SEÑOR GALLINAL.- Al parecer, la diferencia entre ambos incisos radica en que, en el primero, se habla de 
cualquier persona “si cuenta con motivos suficientes o fundados sobre su participación en un hecho con 
apariencia delictiva” -en cuyo caso va presa- mientras que en el segundo da a entender que esto no vale 
para una “persona eventualmente implicada en los mismos”. 


Me parece que existe una contradicción, pues no se diferencia claramente quién puede ser 
conducido y quién no. En los hechos, se establece un grado de discriminación importante. 


SEÑORA PERCOVICH.- El “nomen juris” está indicando que es la conducción policial de personas 
eventualmente implicadas en un hecho delictivo. El primer inciso dice que se deberá conducir a 
dependencias policiales a cualquier persona “si cuenta con motivos suficientes o fundados sobre su 
responsabilidad en un hecho con apariencia delictiva recientemente acaecido y exista riesgo de que pueda 
fugarse del lugar donde el mismo se ha cometido, o incidir sobre eventuales elementos probatorios”. 
Estamos pensando, por ejemplo, en el momento en que se hace una denuncia y la persona se queja de 
que le pasó tal o cual cosa. Por eso se expresa: “En todo caso, se dará cuenta de inmediato al Juez 
competente, conforme a lo dispuesto en el artículo 6* de la presente ley.” 


En el siguiente inciso se dice lo siguiente: “Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al 
inciso anterior, en cuanto a procedimientos de investigación” -tal como quedaría si se acepta la 
modificación- “la policía no podrá detener a ninguna a persona eventualmente implicada en los mismos ni 
testigos que se nieguen a concurrir voluntariamente a dependencias policiales, sin la correspondiente 
orden el Juez competente”. 


SEÑOR MOREIRA.- En mi opinión, la expresión “eventualmente implicada” debería ser eliminada, porque 
se contradice con el acápite del artículo. 


SEÑOR SANGUINETTI.-No olvidemos que en el inciso primero se dice: “la policía deberá”. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo de la negativa a concurrir es exclusivamente para los testigos; no es para todos. 
Quizá la redacción adecuada sería la siguiente: “La policía no podrá detener a otra persona, ni a testigos 
aun cuando se nieguen a concurrir voluntariamente a la dependencia policial”. 


SEÑOR MICHELINI.- Si concurre voluntariamente no está detenido. 


SEÑOR PERCOVICH.- Observemos lo que dice el numeral 2) del artículo 48: “Fuera de la hipótesis de 
conducción incorporada al inciso anterior, en procedimientos de investigación de hechos ilícitos, la policía 
no podrá detener a ninguna persona”, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- La expresión “ninguna persona” incluye a los testigos. 


SEÑOR GALLINAL.- El tema de los testigos está pensado a propósito, porque si sucede un hecho delictivo 
y hay personas que pueden atestiguarlo, es evidente que se los quiera llevar a declarar, por ejemplo, que 
fue en defensa propia. Insisto en que está puesto a propósito para que no sean conducidos. 


Por otra parte, al no eliminar lo de los testigos -a mi entender, deberíamos dejarlo- sí es 
necesario incluir lo del Juez competente porque, en ese caso, el policía puede solicitarle que los testigos 
asistan a la comisaría dado que se trata de algo fundamental para el procedimiento posterior. 


SEÑOR MOREIRA.- Deberíamos eliminar la frase “eventualmente implicada en los mismos”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exacto, señor Senador. La redacción debería quedar así: “a ninguna otra persona 
ni testigos que se nieguen a concurrir voluntariamente a dependencias policiales, sin la correspondiente 
orden del Juez competente”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase por Secretaría cómo quedaría redactado el numeral 2) del artículo 48. 
(Se lee:) 


“2) Fuera de la hipótesis de conducción incorporada al inciso anterior, en procedimientos de 
investigación de hechos ilícitos, la policía no podrá detener a ninguna persona ni testigos que se nieguen a 
concurrir voluntariamente a dependencias policiales, sin la correspondiente orden del Juez competente” 


SEÑOR SANGUINETTI.- Debería decir: “ni a testigos” en lugar de “ni testigos”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Consulto si debe establecerse “ninguna persona” o “ninguna otra persona”. 


(Dialogados) 
Quedaría, entonces, “ninguna persona”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 55. 


SEÑORA PERCOVICH.- Este artículo corresponde a las limitaciones que se deben establecer al registro 
de personas detenidas o conducidas. 


En este caso hay un cambio en el orden y se modifica la redacción del último inciso porque, tal 
como estaba, parecía que se podía hacer el registro a todo el mundo. 


El primer inciso dice: “El registro personal deberá practicarse con el mayor cuidado y respeto”, 
etcétera; es decir, se indica cómo debe realizarse el registro. 


Asimismo, se establece cuáles son las limitaciones. 


Por último, se mejora la redacción original del segundo inciso estableciéndose: “Fuera de dicha 
hipótesis excepcional, el procedimiento podrá realizarse exclusivamente por personal médico, previa orden 
judicial y siempre que resulte estrictamente necesario y no exista medida alternativa alguna.” Esto tiene 
como finalidad que quien sea citado para hacer el registro siempre sea el médico forense. 


SEÑOR ABREU.- ¿Podría dar un ejemplo sobre qué sería una medida alternativa? 


SEÑORA PERCOVICH.- Por ejemplo, este procedimiento no se utilizaría con aquellas personas 
denominadas “mulas”, que son quienes portan la droga, dado que en la actualidad se hacen ecografías y 
no hay necesidad de hacer un registro físico. 


Aparentemente, hay acuerdo con respecto a este artículo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 75. 


SEÑORA PERCOVICH.- En relación a este artículo, también hay una propuesta de modificación de parte 
del Colegio de Abogados, que no es muy relevante, pero que establece a quiénes compete incomunicar y 
se especifica que es a las personas presuntamente responsables y no solamente a las que puedan estar 
involucradas. Queda claro que, por ejemplo, un testigo o una persona que vio algo puede estar involucrado, 
pero también puede tratarse de la víctima, que también está involucrada y a la que no se puede 
incomunicar. Por lo que puedo observar, también hay acuerdo con la modificación propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 76. 


SEÑORA PERCOVICH.- En este artículo sucede lo mismo que en el anterior, puesto que se cambia la 
palabra “involucradas” por “responsables”. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que el Colegio de Abogados había solicitado reiteradamente la presencia 
del defensor en todas las instancias del proceso. Digo esto porque veo que en la incomunicación están 
incluidos los abogados defensores. Queda claro que en otros países es indispensable la presencia del 
defensor en todas las instancias inmediatas a la detención. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quizás sea algo a considerar. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo único que cambia es “presuntamente involucrada” por “presuntamente 
responsables”, pero lo relativo a la incomunicación incluye a los abogados defensores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 77. 


SEÑORA PERCOVICH.- Se ha propuesto la eliminación de este artículo porque genera la incomunicación 
de la víctima. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa advierte que existe acuerdo entre los señores Senadores en suprimir 
este artículo. 


En consideración el artículo 85. 


SEÑORA PERCOVICH.- En este caso, hay un cambio en el verbo, en la preceptividad, digamos, de la 
liberación para el detenido de las medidas de seguridad. También se aclara -porque pueden existir 
discrepancias- que será el Juez el que decidirá en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 122. 


SEÑOR ABRELU.- Esta disposición contiene una modificación del artículo original. Este artículo establece: 
“De ser necesario, el personal policial procederá a la incomunicación, como medida de urgencia (artículo 
75 de la presente ley), de los presuntos responsables, a quienes identificará debidamente, procurando, en 
lo posible, no alejarlo del lugar hasta la llegada del superior a cargo del servicio y/o del Juez competente.” 
Me parece que sería mejor, en lugar de “no alejarlo del lugar”, decir “mantenerlo en el lugar hasta la 
llegada del superior a cargo del servicio y/o del Juez competente.” Al establecer “no alejarlo”, surge la 
interrogante de cuán lejos puede estar. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que el “y/o” habría que eliminarlo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Sí, señor Senador. Entonces, el artículo diría, en su parte final, “procurando, en lo 
posible, mantenerlo en el lugar hasta la llegada del superior a cargo del servicio o del Juez competente.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 125. 


SEÑORA PERCOVICH.- En este caso también se habla de las facultades de la orden de allanamiento. La 
modificación que se propone es establecer “flagrantemente responsables de”, en lugar de “presuntamente 
involucradas”. Esta es una de las indicaciones que nos habían hecho los Jueces. 


SEÑOR MOREIRA.- La expresión “flagrantemente responsables” parece un poco rara y no tiene mucho 
sentido gramatical. 


SEÑOR ABREU.- ¿Quién la propuso? 


SEÑORA PERCOVICH.- De acuerdo con la versión taquigráfica, lo propusieron los representantes del 
Colegio de Abogados cuando vinieron a la Comisión. 


SEÑOR ABREU.- Se puede ser responsable de flagrantes hechos delictivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que está bien propuesta la modificación porque la flagrancia es una 
calificación de la situación. No es necesario demostrar nada; está hecho en forma flagrante, ostensible. Yo 
lo dejaría así. Se es responsable como consecuencia de una investigación; la flagrancia es que en el acto 
que se produce... 


SEÑOR MICHELINI.- Está bien, señor Presidente. 


El artículo 125 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Senadores dice: “(Allanamiento sin 
presencia de personas mayores de edad o en ausencia de moradores).- Si el Juez ordena el allanamiento 
en una viviendo y no se encuentran personas mayores de edad en la misma, o en caso de ausencia total 
de sus moradores,” etcétera. Esto se refiere a un allanamiento con orden del Juez en el que, cuando llegan 
al lugar, encuentran la casa vacía o con menores. Si la casa está vacía, el problema es menor y, en todo 
caso, afectará a los bienes si se produce alguna sustracción. Pero si en la casa hay menores, se deben 
considerar dos situaciones. Por un lado, puede tratarse de niños chicos a los que la madre les hubiera 
dicho que no le abrieran a nadie y el personal termina derribando la puerta porque tiene la orden de entrar, 
más allá de que allí tenga la posibilidad de encontrar alguna prueba. Por otro lado, es posible que haya 
adolescentes o muchachas de doce o trece años lo que, a mi juicio, puede generar una situación compleja. 


En consecuencia, si vamos a modificar el artículo, creo que debería comunicarse al Juez que hay 
menores. Puede ocurrir que éste no diga nada y entonces se actúe consecuentemente o que determine 
que, dado que se trata de un allanamiento casi de procedimiento, se puede esperar a que lleguen mayores 
al lugar y se trata de ubicar a los padres. 


Creo que cuando hay menores, el caso es delicado, y se debe prever incluso cómo pueden 
actuar estos frente a un procedimiento policial. 


La propuesta, entonces, sería que previamente se informe al Juez. El artículo diría: “Si el Juez 
ordena el allanamiento en una vivienda y no se encuentran personas mayores de edad en la misma, o en 
caso de ausencia total de sus moradores, la diligencia se realizará por el personal superior a cargo del 
servicio previa información al Juez” y se eliminaría el inciso final. 


SEÑOR MOREIRA.- Cuando concurrieron los tres abogados integrantes de la Comisión de Reforma del 
Código del Proceso Penal, el doctor Prezza hizo una referencia a este artículo en la que, sobre todo, daba 
cuenta de su experiencia como Magistrado y decía que, en esos casos, había que llamar al Juez de 
Menores, que es la autoridad especializada en la materia. Pero eso lo hará o no el personal policial a cargo 
del procedimiento. Lo que yo me pregunto es si esto puede terminar dejando sin efecto el allanamiento. 
Habría que tener en cuenta las circunstancias del hecho y fijar algún plazo, porque a veces se requieren 
medidas muy urgentes que se pueden ver frustradas si hay que empezar a dar vueltas. 


SEÑOR MICHELINI.- Llegados al lugar del allanamiento, si la morada está vacía o hay menores, se 
requiere de un cerrajero y de dos testigos, lo que insume algo de tiempo y ahí mismo se da cuenta al Juez 
por teléfono. Es sabido que el Juez y el Comisario están en contacto permanente. 


SEÑOR MOREIRA.- El señor Senador habla de dar cuenta y no de pedir autorización. 


SEÑOR MICHELINI.- Así es, señor Senador; no estoy hablando de autorización, sino de dar cuenta. Si el 
procedimiento no amerita entrar a la casa no habiendo personas mayores, no hay problema, pero el Juez 
puede entender que se debe considerar la circunstancia de que allí hay menores o que se puede perder tal 
o cual cosa. 


La redacción podría contemplar esta situación si luego de la expresión “a cargo del servicio”, 
agregáramos “dando cuenta o informando previamente al Juez competente”. Luego seguiría: “En todo caso 


se dejará constancia en acta de lo actuado con la firma de dos testigos, disponiéndose de un cerrajero para 
las diligencias del caso cuya actuación quedará documentada en el acta.” y se eliminaría la última frase, 
que dice: “En todo caso se elevará informe circunstanciado al Juez competente”. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero que quede claro que se trata nada más que de dar cuenta y no de solicitar 
autorización, porque puede terminar impidiéndose la medida. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que si se impide la medida, es porque así lo indica el Juez. Personalmente, 
considero que si cuando la policía llega a la casa, toca el timbre y no hay gente -obviamente, no estamos 
hablando de personas que se balacean- o hay menores, se debe avisar por teléfono al Juez. Si éste, que 
es el que sigue la investigación, pide que no se continúe con el procedimiento, así se hará. Es por esa 
razón que considero que en el artículo 125 se debería agregar “dando cuenta al Juez previamente”. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay que tener en cuenta que al final del artículo se dice: “En todo caso se elevará 
informe circunstanciado al Juez competente”. Por lo tanto, creo que se debe eliminar ese párrafo y hacer el 
agregado que propone el señor Senador Michelini. 


SEÑORA PERCOVICH.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR GALLINAL.- Como está por comenzar el Senado, simplemente quiero referirme al artículo 125 
para ratificar que creo que se hace bien en seguir el criterio de mantener la expresión de “flagrantemente 
responsables de”. Estamos estudiando la Sección “Allanamiento y Registro Domiciliario”, y el artículo 125 
parte de la base que hay una orden de allanamiento que no contiene orden de detención, aunque podría 
contenerla por la gravedad del suceso. Entonces, creo que extremar las exigencias para realizar una 
detención, sin que exista una orden de detención y sí de allanamiento, justifica sobradamente el término 
que se ha utilizado. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes de finalizar, quiero señalar que además de acordar en la Comisión lo relativo 
al articulado, debemos seguir el procedimiento habitual de consultar a nuestras respectivas bancadas. 
Entonces, creo que debemos ver si nos podemos poner de acuerdo con respecto al artículo 136 y, luego, 
estudiar qué procedimiento vamos a seguir porque ninguno de nosotros puede decidir por sí mismo si se va 
a llegar a un acuerdo en la Asamblea General. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy de acuerdo. 

SEÑOR MICHELINI.- Entonces, correspondería considerar el artículo 136. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 136. 

(Se lee:) 


“Artículo 136.- Lo dispuesto en la Sección lll de esta ley es sin perjuicio de la plena y armónica 
vigencia de otros derechos constitucionales, en especial los previstos en el artículo 7? de la Constitución, y 
de los institutos de la legítima defensa de terceros y del cumplimiento de la ley, previstos por los artículos 
26 y 28 del Código Penal. Los jueces deberán tomar en consideración la jerarquía de los derechos en 
conflicto y la aplicabilidad o no de estos institutos cuando deban pronunciarse sobre infracciones a lo 
dispuesto por la Sección l!l de esta ley”. 


En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Considero que, de todos los artículos que hemos estudiado, este es el más conflicto y 
remite a los principios generales. Creo que en la referencia a la Constitución de la República, además del 
artículo 7” debería incluirse el artículo 11 -que es el que instituye al hogar como un sagrado inviolable- 
porque ambos conforman la conciliación imprescindible para el equilibrio que debe tener esta norma. De no 
agregarse la referencia al artículo 11, pienso que se estaría omitiendo algo sobre lo que claramente se ha 
denunciado su violación en la redacción original del artículo 136. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que necesitamos tiempo para estudiar este artículo, porque puedo aceptar 
que haya una disposición que establezca que en especial deben tenerse en cuenta determinados principios 
constitucionales, pero igualar institutos a los artículos constitucionales y hacer referencia a dos artículos del 
Código Penal, me genera algunas dudas. Creo que deberíamos tomarnos un tiempo para estudiar el tema 
y ver de qué forma se puede contextualizar todo esto. No me termina de convencer que se intente 
equiparar un instituto, que siempre tiene distintas interpretaciones -un artículo constitucional, no- a un 
artículo constitucional, y mucho menos cuando luego se hace una referencia a los artículos 26 y 28 del 
Código Penal. Me da la impresión de que este artículo pretende salvar la contradicción que existía, pero 
nos puede introducir en un problema diferente. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que en este caso vamos a necesitar un cierto tiempo para elaborar otro texto, 
porque quizás la redacción no es feliz, pero me da la sensación de que vamos todos en la misma línea. 


Entonces, habría que conversar sobre los procedimientos, tanto si hay acuerdo como si no lo 
hay, porque en este último caso seguramente vamos a votar el proyecto tal como viene de la Cámara de 
Representantes. 


Está claro que siempre hay que elevar el proyecto al Senado, ya sea para que se apruebe o para 
que se vote negativamente y pase a la Asamblea General. Entonces, tal vez podríamos elevarlo en el día 
de hoy, darnos un plazo de quince días, hacer las consultas en nuestras bancadas y terminar con este 
artículo el próximo martes, incluso si finalmente decidimos no integrarlo. Me parece que este procedimiento 
permitiría una mejor discusión e información de las diferentes bancadas. Si el próximo martes o, incluso, el 
siguiente, llegamos a un acuerdo y todos podemos dar garantía de que en la Asamblea General va a haber 
mayoría para aprobar el proyecto, lo votaríamos negativamente en el Senado e iríamos a la Asamblea 
General una semana después con un texto armado. Pero si finalmente no se alcanza un acuerdo, cada uno 
actuará en el Senado como crea que tiene que hacerlo. 


SEÑOR ABREU.- Por nuestra parte no estamos en desacuerdo con el procedimiento propuesto, porque 
creo que lo importante es hacer las consultas adecuadas en las bancadas. También debo insistir en que 
hasta ahora hemos llegado a un acuerdo en casi todas las disposiciones. Es cierto que queda pendiente el 
artículo 136, pero me adelanto a señalar que esta norma no trae grandes novedades, porque simplemente 
se está refiriendo a la necesidad de respetar los artículos de la Constitución e incluso dice que los Jueces 
deberán tener en consideración la jerarquía de los derechos en conflicto, cosa que, por su natural 
obligación, siempre debe ser así. De manera que propondría que, si fuera posible, no se agregaran 
demasiados elementos que no hacen al centro del tema. En todo caso, sería preferible eliminar el artículo 
136. Pero, en definitiva, este es un tema que en su momento será discutido por las diferentes bancadas. 


SEÑORA PERCOVICH.- En nuestro caso nos importa muy especialmente tener este marco de 
funcionamiento y de procedimientos para la Policía. Por lo tanto, reafirmo lo que dijo el señor Senador 
Michelini en el sentido de que nos demos el tiempo para ver si realmente podemos llegar a un acuerdo y 
asegurar una Asamblea General en la que estemos todos convencidos de que debemos tener este marco. 
Si hubiera dudas, preferiríamos que las modificaciones que acabamos de acordar fueran presentadas 
como un proyecto de ley aparte, pero queremos asegurarnos de que contamos con dicho marco. Haremos, 
entonces, las consultas pertinentes a las respectivas bancadas. Nosotros, incluso, conversaremos con 
nuestros Diputados sobre este aspecto. 


Compartimos, además, la consulta sobre el artículo 136. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en la hora de inicio de la sesión del Senado; en consecuencia, debemos 
levantar la sesión. 


Si no hay otro parecer, el proyecto de ley enviado por la Cámara de Representantes será elevado 
al Plenario del Senado. Se dispone, además, que dentro del plazo de quince días, antes de que ingrese a 
la consideración de dicho Cuerpo, se buscará establecer un acuerdo por escrito sobre los textos que 
hemos estudiado hoy, para saber si se procede votando negativamente el proyecto de ley y elevando a la 
Asamblea General el acuerdo sustitutivo. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 16 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


